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L ’ A R T

—No se me ocurre na’.

Sorpresa y soterrada crítica han recibido entre agen-
tes del mercado financiero los recientes comenta-
rios de la vicepresidenta del Banco Central, Step-
hany Griffith-Jones, en una entrevista televisiva,

acerca de la trayectoria que seguiría la política monetaria.
En sus declaraciones y refiriéndose a un próximo movi-
miento a la baja en la tasa de interés, Griffith-Jones afirmó
que “el mercado piensa que en octubre; nosotros la pro-
yección que teníamos en el corredor —sujeto, por supues-
to, a que las cosas se den bien— sería en septiembre”.

Son afirmaciones curiosas viniendo de la segunda
autoridad del Banco Cen-
tral, institución que se ha ca-
racterizado por una estrate-
gia comunicacional ordena-
da y donde son los informes
de su Consejo —en particular, el Informe de Política Mo-
netaria— los mecanismos por los que se comunican los
detalles de los escenarios macroeconómicos y sus impli-
cancias sobre la trayectoria de la tasa de interés. Por cier-
to, los consejeros también opinan de coyuntura y de las
implicaciones que cambios en los escenarios puedan te-
ner sobre la política monetaria —lo que es importante y
necesario—, pero es diferente cuando se opina de manera
tan detallada, casi con el ánimo de traducir los informes
colegiados que se han presentado.

Estas declaraciones fueron, además, realizadas
antes de que fueran publicados antecedentes impor-
tantes, como la alta inflación de julio, que ha llevado
al mercado a reevaluar su expectativa de tasas. En es-
te sentido, la opinión no solo pareció querer marcar
un punto anticipadamente, sino que corría el riesgo
de ser extemporánea. Ello no sería mayor problema
de haber sido efectuada como un juicio claramente
individual, en vez de lo que pudo entenderse como
un reforzamiento de un mensaje institucional.

El Banco Central debe procurar mantener siempre
su credibilidad intacta, la
que se sostiene sobre la
competencia y oportunidad
de sus decisiones, pero tam-
bién en la forma en la cual

sus máximas autoridades se conducen. Ello aplica tanto
a todos sus consejeros como a sus demás directivos. Por
lo mismo es también llamativa y desafortunada la infor-
mación que publicara la prensa hace algunos días sobre
la participación de su gerente de Asuntos Instituciona-
les en una reunión política donde se habría evaluado la
forma de incorporación del PPD a la campaña de Jean-
nette Jara. Estas actitudes no deberían tener cabida en el
instituto emisor, cuya independencia y fortaleza están
en permanente construcción.

La forma en que sus autoridades se conducen

es determinante para la credibilidad del banco.

Dichos de consejera del Banco Central

Nadie en Chile podría declararse sorprendido por
la baja de las licencias médicas en meses recien-
tes. Según lo informó el ministro de Hacienda,
en junio se registró un 20 por ciento menos de

permisos que en el mismo mes del año pasado, y en julio esa
cifra alcanzaba cerca de un 30 por ciento por debajo. En tér-
minos de dinero, el ahorro puede superar fácilmente los 100
millones de dólares en los últimos dos meses, puesto que el
gasto anual por este concepto supera los 3 mil 300 millones
de dólares, aunque cabría esperar que las licencias no fueran
uniformemente distribuidas en el año, sino más bien con un
alza en el invierno. Si bien los
subsidios por incapacidad la-
boral venían disminuyendo
este año, nadie dudaría en
atribuir el cambio a la denun-
cia formulada por la Contralo-
ría General de la República so-
bre el abuso de miles de funcionarios públicos que viajaron al
extranjero durante la vigencia del permiso médico.

Asimismo, pocos días después de tan seria acusación, se
promulgó una ley que busca fortalecer las entidades encar-
gadas de fiscalizar la emisión de las licencias, que a la vez
aumenta las sanciones, tanto en contra de quienes las emitan
sin fundamentos como de quienes nieguen o alteren una sin
expresión de causa. Pocas expectativas podían proyectarse
de que con esta nueva ley se llegara a modificar seriamente la
conducta denunciada, al punto de que a los pocos días se han
presentado no menos de cinco nuevos proyectos que abor-
dan el tema, desde diputados de Chile Vamos junto a demo-
cratacristianos hasta una senadora socialista, todos alarma-
dos por la información que se difundió y que fue adquirien-
do caracteres de escándalo.

Con toda probabilidad, la disminución de los subsidios
laborales por incapacidad se debe al temor y a la vergüenza
que podría ocasionar el ser descubierto en esta clase de frau-
de. La fiscalización simple hecha por la Contraloría, cruzan-
do los datos de las salidas al extranjero con los de las licen-
cias, arrojó 25 mil casos, lo que estaría indicando que bien
pueden ser muchísimos más los abusos. Por cierto, quien
defrauda al sistema no se detiene a pensar el vínculo entre su
conducta y las listas de espera, en las que se encuentran cerca
de tres millones de personas, pero es evidente que están cla-
ramente relacionadas. Cientos de millones de dólares que

debieran ir a la atención de per-
sonas enfermas, muchas de las
cuales mueren esperando, se
malgastan en pagarles el suel-
do a gente sana que viaja fuera
del país y, con toda seguridad,
a muchos más que se aprove-

chan del mal diseño de los permisos en Chile.
Desde hace muchos años que se sabe que los vaivenes en

las licencias no guardan relación con el estado de salud de la
población, sino solo con las oportunidades que ofrecen los
mecanismos legales para conseguir que se paguen sueldos a
quienes no trabajan. Desde las seudoepidemias de reflujo del
recién nacido, que se conocieron hace varios años, para con-
seguirles licencias fraudulentas a las madres, hasta las vaca-
ciones internacionales descubiertas ahora por Contraloría,
los fuertes aumentos en los permisos deben explicarse no por
la salud de los chilenos, sino por razones muy ajenas. Pero si
bien en el caso de los reflujos se entendía cuál era el propósito
de los médicos, lo que se solucionó con la extensión del per-
miso maternal, ahora solo el descubrimiento de vacíos lega-
les permite explicar las variaciones en las licencias. 

Desde hace muchos años que se sabe que los

vaivenes en las licencias no guardan relación

con el estado de salud de la población.

Disminución de licencias médicas

Los estatutos
del Partido Co-
munista, que se
encuentran vi-
gentes, son una
pieza extraordi-
naria de dictadura
interna de una or-
ganización. El mi-
litante no puede
tener opinión pro-
pia y está comple-
tamente sometido a las políticas, pro-
gramas e instrucciones de organis-
mos centralizados. El principio orga-
nizativo central es la Disciplina (así,
con mayúscula), la cual, de modo
esencial, implica una adhesión indis-
cutible a la doctrina política del PC:
“el socialismo científico, el marxis-
mo-leninismo”. Se señala que cada
militante, al ingresar, debe jurar una
promesa de lealtad. El texto del jura-
mento empieza así: “Prometo la más
firme lealtad a los principios del mar-
xismo-leninismo”.

Más adelante,
entre los deberes del
militante se encuen-
tra la obligación de
superarse en el cono-
cimiento de la ideo-
logía (así se la llama en el documen-
to) del marxismo-leninismo. 

Todos estos acápites tienen una
razón de ser. Los mismos estatutos
señalan que, en caso de incumpli-
miento de estas obligaciones, proce-
de la aplicación de sanciones, inclui-
da la expulsión. El disenso doctrina-
rio es una herejía que es condenada y
eliminada. 

En el último congreso general
del partido, cuyas acuerdos son pú-
blicos y están disponibles en la pági-
na oficial del partido en Chile, el lec-
tor puede encontrar una interpreta-
ción del estado de la política chilena.
En resumen, se sostiene que la demo-
cracia representativa se encuentra en
crisis en razón de su asociación in-

compatible con el neoliberalismo. Se
señala, entonces, cito textualmente: 

“El Congreso subraya la necesi-
dad de redefinir la democracia como
un instrumento de liberación del
pueblo. Frente a la tecnocracia y eli-
tismo de la democracia neoliberal, se
propone una democracia que sea
participativa, inclusiva, vinculante y
enraizada en las comunidades. Este
modelo debe ser capaz de avanzar
hacia la justicia social, promoviendo
una organización basada en la solida-
ridad y la cooperación para avanzar
hacia el socialismo”.

Más adelante señala, cito tex-
tualmente otra vez:

“La democracia debe ser enten-
dida como un proceso continuo que
trascienda los mecanismos electora-
les tradicionales, avanzando hacia
una revolución democrática. Esto
implica construir un sistema inclusi-
vo y participativo, donde la ciudada-
nía tenga un rol activo en la toma de

decisiones y en la
creación de un mo-
delo social que res-
ponda a sus deman-
das, superando las li-
mitaciones del enfo-
q u e m e r a m e n t e

representativo”. 
“Redefinir la democracia”, “la

democracia es un proceso continuo”,
“superando las limitaciones de un
enfoque meramente representati-
vo”, “que trascienda los mecanismos
electorales tradicionales“, “promo-
viendo una organización basada en
la solidaridad y la cooperación”.

Por lo menos a mí me parecen
absolutamente claras las aspiracio-
nes de cambio institucional profun-
do que propone el PC chileno. Tam-
bién me quedan absolutamente cla-
ras las obligaciones de todo militante
respecto a estos acuerdos. No voy a
juzgar, solo mostrar. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Democracia revolucionaria

El militante

comunista no puede

tener opinión propia.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Pedro Gandolfo

Una “forma radical de subjetivismo se-
gún la cual solo existe aquello de lo que es
consciente el propio yo”, define la Acade-
mia. ¿Alguna vez ha pensado o sentido, lec-
tor, que el mundo no
es más que un esce-
nario para su propia
vida? ¿Que el resto
que nos rodea no son
más que figuras de-
corativas, casi sin
conciencia, o al me-
nos, sin la conciencia
que tiene uno de uno
mismo? No sé si es-
tas preguntas —o
sus respuestas— se
ajustarían exacta-
mente a la definición,
pero no están lejos. Mas, aquella “forma ra-
dical de subjetivismo” encierra en su cam-
po semántico algún grado de voluntarie-
dad; mientras que los casos que expongo
son espontáneos, premorales.

¿Será que nuestra conciencia se mani-
fiesta y autoposee en tal grado que tiende
a transformarse en algo así como el centro

del Universo (o al menos de esta Tierra)? O,
más simplemente, ¿que nos es difícil no ya
tener conciencia de la conciencia de los de-
más —cuestión que un mero ejercicio de

abstracción haría
aceptar sin duda—
sino de la imposibili-
dad de conocerla?

Volviendo a la de-
finición —y antes de
que esto se enrede—,
es cierto que, en al-
gún grado, “solo exis-
te aquello de lo que es
consciente el propio
yo”. Pero sería de una
soberbia y estupidez
infinitas afirmarlo
imperativa y categó-

ricamente. Hay tantas cosas de las que uno
no es consciente y que sin embargo existen.

Desde luego, todos aquellos amores que
“olvidamos” después de sufrir. Y a las per-
sonas que nos hicieron daño. Y a los traido-
res, aunque ronden de tanto en tanto.

D Í A  A  D Í A

Solipsismo

B. B. COOPER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

La acelerada aprobación de la refor-
ma de pensiones impidió una discu-
sión detallada del nuevo modelo para
el SIS, que esa reforma considera. Sin
embargo, parece que las lecciones no
han sido aprendidas. El nuevo pro-
yecto de ley que se hace cargo de ello
presenta falencias conceptuales y
prácticas que merecen reflexión, pues
podrían afectar a las más de 7,4 millo-
nes de personas cubiertas por el segu-
ro.

El SIS es de carácter obligatorio para
todos los trabajadores afiliados a una
AFP. Su objetivo es asegurar a las per-
sonas contra casos de invalidez total o
parcial, garantizándoles un ingreso.
En caso de fallecimiento, financia la
entrega de una pensión de sobrevi-
vencia. Los montos de los pagos de-
penden del siniestro. Por ejemplo,
frente a una invalidez total, se paga
una tasa de reemplazo del 70% (50%
si es parcial).

En la actualidad, las funciones que

deben ser realizadas para la operación
del SIS son responsabilidad del siste-
ma de AFP. Incluyen su licitación y
contratación, la cobranza de la cotiza-
ción asociada, la recepción de las soli-
citudes de pensión, el enlace de los so-
licitantes con las comisiones médicas
encargadas de su evaluación y la su-
pervisión de dicho proceso. Esto últi-
mo es particularmente complejo, da-
do que la contratación de los médicos
es realizada por la Superintendencia
de Pensiones, lo que, en el pasado, ha
generado problemas de gestión y ope-
ración. Las AFP, además, deben calcu-
lar, otorgar y pagar los beneficios. 

Respecto del costo del seguro, des-
de julio de 2025 la tasa vigente es de
1,88% de las remuneraciones y rentas
imponibles. Tal valor es inferior al
2,01% observado en 2024. Pero esta
aparente reducción no debe llevar a
confusión respecto de las dificultades
que se han enfrentado en los más re-
cientes procesos de adjudicación del

seguro. En primer lugar, si bien bajo
circunstancias especiales, es necesario
recordar que en 2020 la licitación fue
declarada desierta, lo que obligó a las
AFP a innovar. Por eso, y en segundo
lugar, para efectos de asegurar oferen-
tes, con posterioridad a la pandemia,
se realizó un cambio en la estructura
de las licitaciones, apuntando a un pa-
go por administración (más que por
riesgo). Tercero, incentivos perversos
producto de deficiencias en el diseño,
decisiones equivocadas del regulador
y falta de fiscalización han presionado
al alza la siniestralidad, lo que tenderá
a en encarecer el seguro. 

Con todo, si bien el sistema no esta-
ba libre de desafíos y necesidades de
mejoramiento, el SIS había mostrado
en general un funcionamiento ade-
cuado. Por lo mismo, sorprendió a
muchos que, en el contexto de la refor-
ma de pensiones, se decidiera su tras-
paso pleno al Estado, para ser parte in-
tegral del futuro Seguro Social. 

SIS, un traspaso controvertido
Las críticas en torno al proyecto de ley que reconfigura el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS)
ilustran las dificultades que enfrenta la política para diseñar cambios según principios técnicos
sólidos. Sus deficiencias deben ser discutidas con honestidad en el Congreso.

Problemas de un diseño centrado en el Estado
Bajo la nueva institucionalidad, los

cotizantes aportarán con un 2,5% de
sus ingresos al financiamiento de dos
instrumentos: el SIS y el bono de com-
pensación de expectativas de vida
(bono tabla), destinado a compensar
las diferencias de pensiones entre
hombres y mujeres. Frente al acotado
costo de este último beneficio y a un
SIS que se ha licitado por debajo del
2%, las críticas apuntaron a que, al
menos inicialmente, parte del 2,5%
terminaría financiando otros elemen-
tos de la reforma. Esto llevó incluso a
algunos técnicos a sostener que la re-
forma de pensiones encubría una
suerte de reforma tributaria.

Pero si bien dichas dudas conti-
núan, será también necesario exami-
nar el resultado de las nuevas licitacio-
nes. Al haber ahora un monto especi-
ficado en la ley (y no en las bases de
licitación), es posible que los potencia-
les oferentes internalicen esa informa-
ción y apuesten al techo definido por
el Congreso. Por otra parte, sin solu-
cionar los problemas de diseño y con

el Estado jugando ahora un rol activo,
tampoco es posible descartar que ese
2,5% termine siendo insuficiente, lo
que podría incluso afectar la sosteni-
bilidad del Fondo Autónomo de Pro-
tección Previsional (FAPP).

Las dudas se extienden al conteni-
do del proyecto que se discute en el
Congreso. En particular, a la aparen-
te inconsistencia respecto del con-
cepto de “traspaso total” del SIS al
Seguro Social del Estado. Y es que
parte importante de las funciones
asociadas al seguro, que —en el espí-
ritu de lo planteado en la reforma—
se entendió que se traspasarían al
Instituto de Previsión Social (IPS) o
al FAPP, se mantienen en las AFP. Es
el caso de la solicitud de pensión de
invalidez o sobrevivencia, el análisis
de la cobertura de cada caso, y el
cálculo, otorgamiento y pago de los
beneficios. Esto generará nuevos trá-
mites entre AFP, IPS y FAPP, lo que
arriesga afectar la calidad del servi-
cio. Tampoco, al mantenerse incenti-
vos perversos, puede descartarse la

multiplicación de abusos similares a
los de las licencias médicas.

Así, si la decisión del Ejecutivo de
mantener esas funciones en las AFP
responde a dudas sobre la capacidad
del Estado para realizarlas, hubiese si-
do apropiado tener esa discusión du-
rante la tramitación de la reforma de
pensiones. Ahora, si las dudas no son
sobre capacidades sino de costos, pa-
rece cuestionable exigir a las adminis-
tradoras hacerse cargo de parte de un
sistema sobre el cual no tienen control.

Otra fuente de incertidumbre está
asociada a ciertas arbitrariedades res-
pecto de elementos financieros y con-
tractuales. El texto obliga a traspasar a
partir de agosto del 2027 las reservas
existentes del SIS para rebajar las pri-
mas de los contratos futuros, sin repa-
rar en que esas reservas permiten fi-
nanciar siniestros ya ocurridos, pero
no declarados en esa fecha. Así, esta
medida no solo no cuenta con un sus-
tento económico, sino que arriesga ser
inconstitucional al afectar de manera
retroactiva derechos y obligaciones. 
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